STJSL-S.J. – S.D. Nº 011/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a once días de febrero de dos mil dieciséis, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “RELLE ALEJANDRA VICTORIA c/ LEGUIZAMÓN NÉLIDA y OTROS s/ DEMANDA LABORAL – LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN.” – IURIX Nº 169045/9.- 

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:
I) Es formalmente procedente el Recurso de Casación?
II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Que a fs. 290 de autos, el apoderado de la parte actora Dr. Félix Páez Fernández, interpone recurso de casación, fundando el mismo a fs. 292/296, contra la Sentencia Definitiva Nº 87 de fecha 13/03/15, dictada por la Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, obrante a fs. 285/288, que resuelve rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora y hacer lugar parcialmente al de la demandada; modificar el punto 2) del fallo, condenando a la parte demandada a abonar a la actora la suma de $ 13.738.83.- (pesos trece mil setecientos treinta y ocho con ochenta y tres centavos), con más los intereses que se reconocen en la sentencia; modificar el punto 3) del fallo, aplicando las costas en primera instancia en un 80 % a la actora y un 20% a la accionada, e imponiendo las costas de la segunda instancia por su orden. El recurso se funda en las causales del art. 287 incs. a y b del CPC y C. 

Analizadas las constancias de autos de fs. 289, 290 vta. y 296 vta., se observa que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término, ataca una sentencia definitiva, y el recurrente se encuentra exento de abonar el correspondiente depósito judicial. (cfr. art. 290 del CPC y C.). 
En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a del art. 301 del código de rito, que el recurso articulado deviene formalmente procedente. 

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que a fs. 292/296, el apoderado de la parte actora funda el Recurso de Casación, manifestando que en el resolutorio impugnado, se considera que no corresponde la aplicación de la multa prevista en el art. 15 de la ley de Empleo; atento los telegramas de intimación remitidos por la actora al demandado y a la AFIP (arts. 17 y 19), que fueron expresamente desconocidos por las demandadas, conforme lo establece el art. 356 inc. 1º del CPC y C., omitiéndose ordenar prueba subsidiaria, y sin que la parte instara la rectificación del decreto de apertura a prueba y la producción de la subsidiaria ofrecida.
Expresa, como primer agravio, que el resolutorio incurre en una interpretación y aplicación errónea, inexacta y arbitraria del art. 15 de la Ley Nacional de Empleo (L.N.E.), por cuanto el citado artículo contiene requisitos formales y sustanciales para su plena aplicación: el formal consiste en la remisión a la demandada, de la intimación del art. 11 que debe haberse cursado de modo justificado, estando vigente la relación laboral, y cumpliendo sus demás requisitos. El requisito sustancial hace referencia a que es necesario que la relación culmine por despido directo sin invocación de causa o despido indirecto, y que la disolución sobrevenga durante dos años posteriores a la recepción de la intimación cursada al empleador, requiriendo la registración laboral o su regularización. Agrega, que la modificación introducida por la Ley N° 25.345 en su art. 47 a la ley N° 23.013, prevé en los supuestos de los arts. 8º, 9º y 10º, la intimación inmediata a la AFIP y no se proyecta al reclamo fundado en el art. 15 de la Ley de Empleo, en tanto el recaudo introducido como inc. b, al art. 11, sólo condiciona la procedencia de los arts. 8º, 9º y 10º de dicho cuerpo normativo. 
Concluye, en que su mandante cumplió con los requisitos formales y sustanciales para la plena aplicación de la multa prevista en el precepto legal, resaltando que su mandante intimó fehacientemente y en forma justificada, mediante TCL Nº 71118049 (CD 78534520 2) obrante a fs. 17 de autos, y en plena vigencia de la relación laboral; la correcta registración laboral, pidiendo a su empleador la regularización de la misma, a lo que la demandada respondió rechazándola de cuajo, aduciendo que la relación se encontraba registrada (fs. 20), incurriendo de esa manera en una injuria grave que hace imposible la prosecución del vínculo, por ello su mandante se coloca en situación de despido indirecto. Que lo mencionado supra quedó sellado con la remisión de su mandante del TLC 71118141 (CD 76728069 0), detallado a fs. 30 y vta., y enunciada como prueba documental a fs. 32 y vta., en el libelo de la demanda. 
Como segundo agravio, expresa que a tenor de lo resuelto por la Cámara, respecto de la no aplicabilidad del art. 2 de la Ley N° 25.323, por ausencia de intimación del actor, a los efectos de percibir las indemnizaciones previstas en los arts. 232, 233 y 245 de la LCT, por cuanto no surge de la documental acompañada en el expediente; la parte se agravia en virtud de que no se aplicó la ley correspondiente al caso; que si bien es cierto que dicha documental no obra en el expediente, es menester destacar que la misma se encuentra como documental reservada en la caja de seguridad del Juzgado (misiva de despido e intimación de pago de indemnizaciones de la LCT), y que como tal debe justipreciarse como toda documental anexada efectivamente al expediente, por cuanto debería entenderse como una extensión del mismo, a los efectos de llegar a la verdad material del caso. Que en consecuencia, de toda la documental acompañada, surge que su mandante colocó en mora al empleador, intimándolo por el plazo legal, al pago de las indemnizaciones de los arts. 232, 233 y 245 de la LC.T. como así requiere la normativa cuya aplicación se solicita. 
Como tercer agravio, manifiesta que el ítem de las costas resulta un acto de verdadera injusticia social, solicitando modificar el punto 3 del fallo, que aplica el 80 % a la parte actora y el 20 % a la accionada, por lo que se pierde de vista el carácter asistencial del pretendido resarcimiento, por cuanto el mismo tiene carácter alimentario, y fijando las costas aplicando únicamente el criterio objetivo de la derrota. Que las costas así impuestas perjudican a su mandante, tomando en cuenta que tuvo que accionar legalmente para poder percibir lo que por ley le correspondía, justamente porque el derecho laboral tiene un carácter protectorio en la persona del trabajador, por cuanto es la parte más débil en lo económico en la relación laboral. Formula reservas legales. 
2) Corrido el traslado de ley, por decreto de fecha 17/04/15 de fs. 297, a fs. 299 obra constancia de la Secretaría de Cámara, que informa sobre el escrito electrónico ingresado vía web el día 11/05/2015 a la hora 10:25 “CONTESTA TRASLADO. CONSTITUYE DOMICILIO ANTE LA ALZADA. RESERVA CASO FEDERAL. PETICIONA”, de la Dra. María Gabriela Calvo, en los presentes autos firmado digitalmente, traslado que por decreto de fs. 300 de fecha 14/05/15, se tiene por contestado.
Sostiene la apoderada de la demandada, respecto a los agravios primero y segundo, que plantea el actor (por el rechazo de la indemnización de las leyes N° 24.013 y N° 25.323), que los mismos son infundados por cuanto sólo aluden a la incorrecta interpretación de las normas por parte del Juzgador y a la falta de mérito otorgada, a prueba documental desconocida, olvidando el recurrente que establecer el criterio para aplicar las normas y seleccionar las pruebas para fundar la resolución, son las funciones especificas y excluyentes del Juzgador, que no pueden ser sometidas a revisión por parte de la Alzada, salvo que ésta se fundare en la causal de arbitrariedad. Agrega que sin perjuicio de ello y analizando los agravios del actor, cabe destacar que la ley es harto clara al establecer los requisitos de procedencia de las indemnizaciones, los cuales deben ser probados por quien los reclama y alega su cumplimiento.
Destaca que, en ese sentido claramente la Cámara sostiene que los telegramas remitidos por el actor (fs. 17 y 19) fueron expresamente desconocidos por las demandadas conforme lo establece el art. 356 Inc. 1º CPC y C (fs. 79 vta., 86, y 91 vta.), sin que se ordenara prueba subsidiaria y sin que la actora instara la rectificación del decreto de apertura a prueba y la producción de la subsidiaria ofrecida, sumado a ello, del resto de la prueba obrante en autos, no se acredita que la actora haya percibido remuneración en negro, por ende no corresponde percibir las indemnizaciones previstas en los arts. 232, 233 y 245 de la ley N° 20.744 y los arts. 6 y 7 de la ley N° 25.013 (conforme lo exige el art. 2 de la ley N° 25.323), motivo por el cual no corresponde hacer lugar a la pretensión recursiva del actor. 
3) Que a fs. 302/303 vta., obra dictamen del Sr. Procurador General de la Provincia, que se expide por el rechazo del recurso de casación, por los fundamentos que expone, dictamen al que remitimos brevitatis causae.
4) Que en el análisis de la cuestión traída a estudio, cabe señalar de modo preliminar que el recurso de casación constituye una vía de impugnación extraordinaria, por la que se denuncian ante el máximo tribunal fallas en la interpretación y aplicación de derecho, y se busca que la Corte declare cuál es el correcto derecho aplicable, esto es, cuál es en definitiva la solución que corresponde dar al caso sometido a decisión de los tribunales. (Cfr. Morello Augusto M. Sosa, Gualberto L. y Berizonce Roberto O. Códigos Procesales en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires y de la Nación. Comentados y anotados, Platense-Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1988, t. III, Pág. 493).
En efecto, el medio impugnativo intentado “solo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) Debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso y b) Siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Hitters, J.C. “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación”, 2ª  Edición, Librería Editora Platense. p.213).
Este Alto Cuerpo, tiene establecido jurisprudencialmente que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. Fallos STJSL, “Kravetz Elías Samuel c/ Edesal S.A. – D y P - Recurso de Casación”, 17-05-2007;  “Bustos de Molina Rosa Isabel c/ Farmacia El Cóndor scs. y/o sus integrantes y/o P. Soria y/o José Beltrán Belletini y/o quien res. resp. – Despido - C. de Pesos- Recurso de Casación”, 14-12-2010).
Cuando el art. 287 del CPC y C. impone que el recurso deberá encuadrarse en alguna de las causales que enumera, significa que en el escrito de interposición debe hacerse alusión a cuál de las causales previstas se refiere, como condición necesaria para que pueda entrarse al tratamiento de la irregularidad que se pretende subsanar. 
Ello es así porque la interposición del recurso de casación y los fundamentos que contenga, fijan la propia competencia del Superior Tribunal, por lo que si no se ha fundado debidamente, no habrá recurso deducido. 
5) Sentado lo anterior, adelanto que coincido con el dictamen del Procurador General de fs.302/303 vta., por el que se propicia el rechazo del recurso de la casación, en razón de que no se advierte en el fallo de Cámara atacado, una errónea interpretación de la Ley Nacional de Empleo Nº 24.013, y los restantes agravios se fundan en cuestiones referidas a la valoración probatoria que efectúa el Tribunal, cuestión ajena a la vía extraordinaria, pues versa sobre temas extraños a la instancia de excepción. 
La parte actora solicita se le abone la indemnización prevista en el art. 10 de la Ley N° 24.013, como así también la del art. 15. Al respecto, en la Sentencia Definitiva Nº 87 impugnada se sostiene que: 
“De las constancias de autos surge que los telegramas de intimación remitidos por el actor al demandado y a la AFIP (Fs. 17 Y 19), fueron expresamente desconocidos por las demandadas conforme lo establece el art. 356 inc. 1º del C.P.C.C., omitiéndose ordenar la prueba subsidiaria (fs. 144), y sin que la actora instara la rectificación del decreto de apertura a prueba y la producción de la subsidiaria ofrecida.” 
El art. 11 de la Ley de Empleo, requiere la notificación fehaciente efectuada por el trabajador o la asociación sindical que lo representa para que procedan las indemnizaciones de los arts. 8º, 9º y 10º de la misma ley. A su vez, se sostiene en la sentencia impugnada que: 
“En adición a ello, le asiste razón al a quo, por cuanto el resto de la prueba obrante en autos no acredita que la actora haya percibido remuneración en negro, siendo carga del actor probar estos extremos, que no pueden ser probados por meras presunciones, como lo pretende en sus agravios.” 
También se sostiene que: “…no surge de la documental acompañada que el actor haya intimado al empleador a los efectos de percibir las indemnizaciones previstas en los arts. 232, 233 y 245 de la ley 20.744 y los arts. 6 y 7 de la Ley 25.013 (conforme lo exige el art. 2 de la ley 25.323), motivo por el cual este reclamo del actor, por omisión de la sentencia, no prospera.” 
A diferencia de lo que sostiene el recurrente a fs. 293, el art. 15 de la Ley de Empleo remite al art. 11 de la misma ley, en el supuesto de que el empleador hubiese despedido sin justa causa al trabajador, dentro de los dos años desde que se le hubiera cursado en modo justificado la intimación del art. 11, entonces “el trabajador despedido tendrá derecho a percibir el doble de las indemnizaciones que le hubieren correspondido como consecuencia del despido. Si el empleador otorgare efectivamente el preaviso, su plazo también se duplicará.”. Por lo que, a falta de intimación fehaciente, esta indemnización del art. 15 tampoco es procedente. 
Al respecto se ha sostenido que: 
“Corresponde revocar lo resuelto en torno al art. 15, Ley de empleo, puesto que para que resulte procedente tal indemnización el trabajador no solo debe acreditar haber efectuado la intimación prevista en el art. 11 de dicha normativa, sino también la veracidad de las condiciones de contratación allí denunciadas, en tanto tal extremo ha sido establecido como recaudo de contenido necesario para la eficacia de la intimación en cuestión, puesto que la misma reconoce como fin el posibilitar la adecuación a la realidad de la eventual registración que se efectuara de la relación mantenida.” (Ruiz, Néstor Alberto vs. Lusoan S.R.L. s. Despido. Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo Sala II; 20-12-2012; Boletín de Jurisprudencia de la CNTrab.; RC J 4920/13, en http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador, acceso 22/10/15).
El segundo agravio referido a la no aplicabilidad del art. 2º de la Ley N° 25.323 por ausencia de intimación del actor, a los efectos de percibir las indemnizaciones previstas en los arts. 232, 233 y 245 de la LCT, también tienen sustento en cuestiones de hecho y prueba, específicamente se cuestiona la valoración probatoria efectuada por la Excma. Cámara. 
Con respecto a la imposición de las costas, se ha sostenido que:
“El principio de gratuidad regulado por el art. 20, LCT, y también receptado en el art. 13 de la Ley de Procedimiento Laboral local Nº 986 garantiza el acceso gratuito de los trabajadores para reclamar por sus derechos, procurando evitar que resignen los mismos por falta de recursos económicos, principio que se materializa en la eximición del pago de la tasa de justicia a los trabajadores en relación de dependencia y sus causahabientes en los juicios originados en la relación laboral, y en la etapa prejudicial en la posibilidad de remitir intimaciones telegráficas y hacer denuncias en sede administrativa sin costo alguno (Conf. Grisolía Julio Armando: DERECHO DEL TRABAJO Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL Tomo I, Pág. 134). Cuando en el juicio laboral se imponen las costas al trabajador, el art. 20, LCT expresamente dispone que la vivienda del trabajador no podrá ser afectada al pago de costas en caso alguno, por lo que resulta inembargable por su acreedor a los fines indicados. (Del voto del Dr. A. Pérez Ballester.)”
“La jurisprudencia tiene dicho: "Los principios básicos que tienden a tutelar el acceso del trabajador a los estrados judiciales, tales como la gratuidad del proceso y la inembargabilidad de ciertos bienes, no pueden llevar sin más a considerar que el trabajador se encuentra exento del pago de las costas, sino simplemente a excluir ciertos bienes de la posibilidad de que sobre ellos recaiga un embargo, bienes entre los que se encuentra la remuneración del dependiente, al menos en los porcentajes previstos en el Dec. 484/1987" (C. N. Trab., Sala 4ª, 22/04/1998, in re: "Fresco Luis c/ Pesquera Santa Cruz S.A.). (Del voto del Dr. A. Pérez Ballester.)” (Ananía, Leonardo y otro vs. Silva, María Alejandra s. Embargo -Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería, General Pico, La Pampa; 23-10-2009; Jurisprudencia de la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería de General Pico, Provincia de La Pampa (II Circunscripción Judicial); RC J 10027/12, en http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador, acceso 22/10/15). 
De lo expuesto, concluyo que el beneficio de gratuidad establecido por el art. 20 de la LCT, destinado a no trabar por razones patrimoniales, el acceso pleno a la jurisdicción, implica desde una perspectiva protectora, la imposibilidad de gravar el ejercicio de las acciones judiciales o de las peticiones administrativas; pero de ninguna manera puede interpretarse que impide la condena en costas o que desplaza las disposiciones de los arts. 68 y cc. CPC y C. Considero que la condena en costas impuesta es correcta.
Es criterio de este Superior Tribunal, que: “Si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara por que este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio”. (Cfr. STJSL-S.J. N° 57/11. “TESTA, NÉSTOR y OTROS c/ NUÑEZ, OSVALDO DANIEL y OTROS - ACCIÓN de AMPARO - RECURSO de CASACIÓN”, del 22/06/11).-
En definitiva, el recurso se funda en la mera discrepancia con la valoración y apreciación de la prueba realizada por los Sres. Camaristas en ejercicio del art. 386 del CPC y C., y no procura definir el “error de derecho”, que requiere la vía casatoria intentada para su tratamiento. El fallo de la Cámara se encuentra fundado en derecho, aplicando correctamente la normativa de la Ley de Empleo Nº 24.013 y la Ley Nº 25.323.
Se ha sostenido que: 
“La fundamentación del recurso exige la demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia, no siendo tema de la vía casatoria cuestiones referidas a normas procesales (facultades ordenatorias del proceso art. 36 y límites a los poderes del Tribunal de Alzada, art. 277), en virtud de lo expresamente establecido por el art. 288 del C.P.C.; como así tampoco la "constitucionalidad o no" de la Ley de Riesgos de Trabajo, ni la arbitrariedad en la decisión cuestionada, toda vez que existe otro recurso específico (y en trámite) para ventilar dichas cuestiones” (“Rivadeneira, Miguel Ángel vs. Sagema S.A. s. Daños y perjuicios - Recurso de casación” STJSL-S.J. N° 7/08 fecha 31/07/08. Sumarios Oficiales Poder Judicial de San Luis). 
Se ha dicho, que en la casación se debe expresar clara y concretamente cual es el error “in iudicando” que se le imputa, con el agregado de que se ha de citar de igual manera la ley inaplicable, aplicable o infringida, expresando en qué consiste su infracción o inaplicabilidad, ya que es insuficiente el recurso en el que no se exprese en qué concepto existe inaplicabilidad de la ley que se impugna; o en el que se omita precisar en qué sentido se habría aplicado erróneamente la ley que se invoca; etcétera. En tal sentido, Manuel Ibáñez Frocham – Tratado de los Recursos en el Proceso Civil – Doctrina, Jurisprudencia y Legislación comparada – Ed. La Ley -  pág. 324.
También se ha sostenido, que asumir facultades de los tribunales de mérito, es crear un tercera instancia ordinaria. No puede pretenderse que por el recurso de casación se llegue a este punto con el fin de reditar la justicia material de los Tribunales de grado, sino “el restablecimiento del imperio de la ley, y lleva por consiguiente una función publica con prescindencia de los intereses de las partes” (STJSL, “Romero Roque Daniel-Recurso de Casación”, 29/11/05). 

Debe subrayarse, que la finalidad de carácter general que reviste el recurso de casación, es conseguir la uniformidad de la jurisprudencia y la finalidad específica es la de obtener la nulidad de una sentencia, que por errónea aplicación o interpretación de la norma legal sustantiva, en el caso concreto fijado en sentencia definitiva por el Tribunal de mérito.

Ello nos lleva a sostener que:  “... esta excluido del control de la Corte de casación el ejercicio de los poderes discrecionales del juez de mérito, siempre que sean ejercidas dentro de los límites de la autorización legal” (DE LA RÚA FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN, p. 312).

Por ello, advirtiendo el incumplimiento por parte del recurrente de los recaudos exigidos, a los fines de la fundamentación de la casación, y en concordancia con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, corresponde rechazar el mismo. 

Por lo expuesto supra, VOTO a esta cuestión por la NEGATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Costas al recurrente vencido. ASÍ LO VOTO.- 
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, febrero once de dos mil dieciséis.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación articulado.-

II) Costas al recurrente vencido.-

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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